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PROPOSICI~N DE LEY 

624/000015 Orgánica sobre modificación de la Ley Orgánica General Penitenciaria. 

DICTAMEN DE LA COMISI~N 

6241000015 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191 
del Reglamento del Senado, se ordena la publicación 
en el BOLET~N OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del 
Dictamen emitido por la Comisión de Justicia en la 
proposición de Ley Orgánica sobre modificación de 
la Ley Orgánica General Penitenciaria. 

Palacio del Senado, 8 de noviembre de 1995.-El 
Presidente del Senado, Juan José Laborda Mar- 
tín.-El Secretario primero del Senado, Manuel 
Ángel Aguilar Belda. 

La Comisión de Justicia, visto el Informe emitido 
por la Ponencia designada para estudiar la Proposi- 
ción de Ley Orgánica sobre modificación de la Ley 
Orgánica General Penitenciaria, tiene el honor de ele- 
var a V.E. el siguiente 

D I C T A M E N :  

PROPOSICI~N DE LEY ORGÁNICA SOBRE 
MODIFICACI~N DE LA LEY ORGÁNICA GE- 
NERAL PENITENCIARIA 

EXPOSICI~N DE MOTIVOS 

El artículo 38.2 de la LOGP prevé que las internas 
puedan conservar consigo a sus hijos hasta alcanzada 
la edad de escolarización obligatoria. 

En los Últimos años se ha incrementado el número 
pasando entre 1980-1994 de 487 
esenta un incremento del 800%. 

La mayoría de estas mujeres tienen entre 21 y 35 años 
de edad, siendo la media de 32 años, lo cual aumenta 
la posibilidad de que haya niños en pris 

1 
niños, de ellos el 83% menores de tres años y sólo el 
17% de más edad. 

El legislador hizo en su momento un esfuerzo im- 
portante para facilitar la vida de los niños en las pri- 

tualidad permanecen con sus madres 
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siones. Sin embargo esta posibilidad de permanencia 
del niño en el interior del Centro hasta la edad de seis 
años puede llegar a comportar graves disfuncionali- 
dades en su desarrollo emocional y psicológico, dado 
que se hace consciente de la privación de libertad que 
afecta a su madre y vincula la conformación de su 
personalidad inicial a tal hecho. 

Cierto es que, lejos de cualquier confrontación, 
debe buscarse un sistema de equilibrio que permita la 
correlación de los derechos de la madre y los del hijo, 
pero no menos cierto resulta que ha de darse -en ú1- 
timo caso- una prevalencia natural de los inherentes a 
la parte más débil, por cuanto que sobre ésta el orde- 
namiento jurídico debe ejercer una especial protec- 
ción. Por otra parte los cambios en la organización 
del sistema educativo permiten la escolarización de 
los niños a partir de los tres años y los Servicios So- 
ciales de atención a la infancia abren la posibilidad de 
formas de vida más adecuadas para su desarrollo. Por 
todas estas razones los países de nuestro entorno han 
reducido ya el tiempo de permanencia de los niños 
con sus madres presas. 

Estas consideraciones, junto con el ya experimen- 
tado incremento de la población penitenciaria feme- 
nina y la previsible evolución de la misma en los pró- 
ximos años, aconsejan impulsar una reforma del ci- 
tado precepto tendente a reducir el tiempo máximo de 
permanencia del niño en el establecimiento peniten- 
ciario, demanda ésta que viene siendo requerida de 
modo coincidente desde ámbitos amplios y diversos. 

Igualmente parece conveniente incluir una expresa 
orientación para que la Administración Penitenciaria 
promueva los convenios necesarios con entidades pú- 
blicas y privadas a fin de dotar de un mejor soporte 
institucional y social a las internas con hijos y de fa- 
cilitar el mejor desenvolvimiento de la relación ma- 
terno-filial dentro de las especiales circunstancias 
que se derivan del cumplimiento de la pena privativa 
de libertad. 

Por último, los cambios en la protección por ma- 
ternidad hacen necesario que las internas embaraza- 
das puedan disfrutar del mismo período de descanso 
que el resto de las mujeres. De ahí que se proponga la 
ampliación del tiempo en que se las exime del trabajo 
a lo previsto en la legislación laboral. 

En otro orden de cosas, las modificaciones que se 
introducen con esta proposición de Ley Orgánica en 
los artículos 10, 24,42.1 y 51 de la LOGP obedecen, 
todas ellas, a la necesidad de adaptar la regulación de 
las materias a que afectan a la realidad penitenciaria 
actual, así como para incorporar la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional sobre comunicaciones de los 
internos con el Abogado defensor y sobre la potestad 
sancionadora de la Administración. 

La nueva redacción que se propone del artículo 10 
de la LOGP responde a la necesidad de adaptar la re- 
gulación del régimen cerrado a la nueva composición 
de la población reclusa derivada de la evolución de la 
criminalidad urbana durante los últimos años. Una de 
las principales características de la población reclusa 
actual consiste en la existencia de grupos minorita- 
rios de internos extremadamente peligrosos (psicópa- 
tas antisociales) o pertenecientes a organizaciones 
delictivas, cuyo potencial delictivo puede desestabili- 
zar la seguridad y el buen orden de los establecimien- 
tos penitenciarios. La modificación del artículo 10 
que se.propone proporciona a la Administración Pe- 
nitenciaria el instrumento jurídico de rango jerár- 
quico adecuado, resolviendo las dudas suscitadas en 
el ámbito judicial al respecto, para salvaguardar la 
seguridad y el buen orden de los establecimientos pe- 
nitenciarios mediante la definición de dos modalida- 
des de vida dentro del régimen cerrado: 

* Departamentos especiales de control directo a 
los que se destinarán, mediante resolución motivada 
y por causas objetivas, los internos (penados y pre- 
ventivos) extremadamente peligrosos. 

* Módulos o centros de régimen cerrado, cuya 
modalidad de vida es menos rigurosa, para los inter- 
nos manifiestamente inadaptados a los regímenes or- 
dinarios. 

Como límite infranqueable del régimen de estas 
modalidades de vida, que se determinará reglamenta- 
riamente respetando los criterios establecidos en el 
apartado 3, se dispone que las limitaciones regimen- 
tales del régimen cerrado en ningún caso podrán ser 
iguales o superiores a las fijadas para el régimen de 
cumplimiento de la sanción de aislamiento en celda, 
puesto que el régimen cerrado no tiene naturaleza 
sancionadora, sino que se fundamenta en razones de 
clasificación penitenciaria en primer grado y en la ne- 
cesidad de mantener la seguridad y el buen orden re- 
gimental. 

La modificación introducida en el artículo 24 de la 
LOGP, al que se adiciona un nuevo párrafo en su 
apartado segundo, tiene como finalidad especificar el 
destino a la propia Administración Penitenciaria de 
los beneficios generados por la gestión económica de 
los economatos y de las cafeterías de los Centros Pe- 
nitenciarios, que se definen como recursos extrapre- 
supuestarios afectados al mejor logro de los fines de 
la actividad penitenciaria establecidos en el artículo 1 
de la LOGP. 

Con ello se agilizan los procedimientos de gestión 
económico-presupuestaria de estos beneficios y se 
dota a la Administración Penitenciaria de unos recur- 
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sos necesarios para poder hacer frente a las nuevas 
demandas derivadas del proyecto de Código Penal 
(arrestos de fin de semana, trabajos comunitarios, ...). 

Las modificaciones introducidas en el artículo 
42.1 de la LOGP responden a la necesidad de com- 
pletar el insuficiente contenido del vigente artículo 
42.1 para respetar las exigencias derivadas del princi- 
pio de legalidad de la potestad sancionadora de la 
Administración, según ha sido definido por la juris- 
prudencia del Tribunal Constitucional. La remisión 
en bloque que el vigente artículo 42.1 de la LOGP 
efectúa a los «casos establecidos en el Reglamento» 
resulta materialmente excesiva, ha sido criticada por 
la doctrina y no es fácil de justificar por su amplitud, 
puesto que como ha declarado el Tribunal Constitu- 
cional en su sentencia 211987, de 21 de enero, una 
sanción carente de toda base normativa legal deven- 
dría, no sólo conculcadora del principio objetivo de 
legalidad, sino lesiva del derecho fundamental a no 
ser condenado sino en los casos legalmente preveni- 
dos. 

Con el nuevo apartado que se adiciona se incor- 
pora a una norma con rango de ley la tipificación de 
las faltas o infracciones disciplinarias y se aprovecha 
esta tipificación legal para depurar el cuadro de in- 
fracciones contenido en los artículos 108, 109 y 110 
del vigente Reglamento Penitenciario, aprobado por 
Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, que se modi- 
fica para adaptarlo a la realidad actual de la vida pe- 
nitenciaria. 

En la tipificación y clasificación de las infraccio- 
nes disciplinarias se ha procurado evitar los tipos 
abiertos, con independencia de que no se hayan po- 
dido evitar en ocasiones los conceptos jurídicos inde- 
terminados, así como establecer el grado de gravedad 
de las infracciones en función de su grado de inci- 
dencia en los bienes jurídicos protegidos por el régi- 
men disciplinario penitenciario: la seguridad y el 
buen orden regimental. 

La modificación del artículo 5 1 de la LOGP tiene, 
por último, una doble finalidad: 

* Incorporar la doctrina de la reciente sentencia 
del Tribunal Constitucional de 20 de junio de 1994 en 
materia de comunicaciones de los internos con sus 
Abogados defensores, según la cual las comunicacio- 
nes con Abogados defensores no pueden ser interve- 
nidas, en ningún caso, por decisión administrativa, 
sino previa orden de la Autoridad judicial. 

Por este motivo, se suprimen en el vigente artículo 
5 1.2 de la LOGP el inciso final <<y en los supuestos de 
terrorismo» y en el apartado 5 se excluyen estas co- 
municaciones específicas del régimen general de in- 
tervención. 

* Proporcionar cobertura legal a la regla conte- 
nida en el artículo 98.5" del vigente Reglamento Pe- 
nitenciario relativa a la intervención de la correspon- 
dencia escrita entre internos de diferentes Centros 
Penitenciarios, que en la nueva redacción tiene carác- 
ter meramente facultativo y se efectúa siempre me- 
diante resolución motivada. Esta medida de interven- 
ción potestativa se extiende, en las mismas condicio- 
nes, a las comunicaciones telefónicas entre internos 
de diferentes establecimientos por las mismas razo- 
nes de seguridad pública y penitenciaria. 

De este modo, con las modificaciones introduci- 
das, se acentúa el control judicial, garantizándose 
que, en todo caso, la intervención de cualquier comu- 
nicación quede sometida al control judicial. 

Artículo primero. {nuevo) 

1. La letra e) del apartado uno del artículo 29 de 
la Ley Orgánica 111979, de 26 de septiembre, Gene- 
ral Penitenciaria quedará redactada como sigue: 

«e) Las mujeres embarazadas durante dieciséis se- 
manas ininterrumpidas ampliables por parto múltiple 
hasta dieciocho semanas. El período de excepción se 
distribuirá a opción de la interesada siempre que seis 
semanas sean inmediatamente posteriores al parto.» 

2. El apartado dos del artículo 38 de la Ley Or- 
gánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Peniten- 
ciaria quedará redactado como sigue: 

«2. Las internas podrán tener en su compañía a 
los hijos que no hayan alcanzado los tres años de 
edad, siempre que acrediten debidamente su filia- 
ción. En aquellos Centros donde se encuentren ingre- 
sadas internas con hijos existirá un local habilitado 
para guardería infantil. 

La Administración Penitenciaria celebrará los 
convenios precisos con entidades públicas y privadas 
con el fin de potenciar al máximo el desarrollo de la 
relación materno-filial y de la formación de la perso- 
nalidad del niño dentro de la especial circunstancia 
determinada por el cumplimiento por la madre de la 
pena privativa de libertad.» 

Se añade un apartado tres al artículo 38 de la Ley 
Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Peni- 
tenciaria, con la siguiente redacción: 

«3. Reglamentariamente se establecerá un régi- 
men específico de visitas para los menores que no su- 
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peren los diez años y no convivan con la madre en el 
centro penitenciario. Estas visitas se realizarán sin 
restricciones de ningún tipo en cuanto a frecuencia e 
intimidad y su duración y horario se ajustará a la or- 
ganización regimental de los establecimientos.» 

El anterior apartado 3 de este artículo pasa a ser 
apartado 4. 



Núm. 28 
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interno expresamente declarados en la legislación pe- 
nitenciaria o en las normas de régimen interior y que 
no se halle comprendida en los supuestos descritos en 
los párrafos anteriores o en los apartados de este 
mismo párrafo.,, 

4. El artículo 51 de la Ley Orgánica 1/1979, de 
26 de septiembre, General Penitenciaria quedará re- 
dactado como sigue: 

«Artículo 5 1 .  

1. Los internos estarán autorizados para comuni- 
car periódicamente, de forma oral y escrita, en su 
propia lengua, con sus familiares, amigos y represen- 
tantes acreditados de Organismos e instituciones de 
cooperación penitenciaria, salvo en los casos de inco- 
municación judicial. 

Estas comunicaciones se celebrarán de manera 
que se respete al máximo la intimidad y no tendrán 
más restricciones, en cuando a las personas y al 
modo, que las impuestas por razones de seguridad, de 
interés de tratamiento y del buen orden del estableci- 
miento. 

Por razones de seguridad pública y penitenciaria, 
podrán ser intervenidas, mediante acuerdo motivado, 
las comunicaciones escritas y telefónicas entre los in- 
ternos de distintos establecimientos penitenciarios, 
en la forma que se determine reglamentariamente. 

Las comunicaciones de los internos con el 
Abogado defensor o con el Abogado expresamente 
llamado en relación con asuntos penales y con los 
Procuradores que los representen, se celebrarán en 
departamentos apropiados y no podrán ser suspendi- 

2. 
Palacio del Senado, 8 de noviembre de 1995.-El 

Presidente de la Comisión, José Ramón Herrero 
Merediz.-El Secretario primero de la Comisión, 
Isidro Reverte Ortega. 
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VOTOS PAWTICU LARES 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191 
, del Reglamento del Senado, se ordena la publicación 

en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES de los 
votos particulares formulados al Dictamen emitido 
por la Comisión de Justicia en la proposición de Ley 
Orgánica sobre modificación de la Ley Orgánica Ge- 
neral Penitenciaria. 

Palacio del Senado, 10 de noviembre de 1995.- 
El Presidente del Senado, Juan José Laborda Mar- 
tín.-El Secretario primero del Senado, Manuel 
Ángel Aguilar Belda. 

NÚM. 1 
Del Grupo Parlamentario de 
Coalición Canaria del Senado 
(GPCC) 

El Grupo Parlamentario Coalición Canaria (GPCC), 
al amparo de lo previsto en el artículo 117 del Regla- 
mento del Senado, desea mantener como votos particu- 

lares al texto de la proposición de Ley Orgánica sobre 
modificación de la Ley Orgánica General Penitencia- 
ria, para su defensa ante el Pleno, la enmienda núme- 
ro 1. 

Palacio del Senado, 8 de noviembre de 1995.-El 
Portavoz, Miguel Ángel Barbuzano González. 

NÚM. 2 
Del Grupo Parlamentario Po- 
pular en el Senado (GPP) 

El Grupo Parlamentario Popular en el Senado 
(GPP), al amparo de lo previsto en el artículo 117 del 
Reglamento del Senado, desea formular como voto 
particular al texto de la proposición de Ley Orgánica 
sobre modificación de la Ley Orgánica General Peni- 
tenciaria, para su defensa ante el Pleno, el manteni- 
miento de la redacción que el Texto remitido por el 
Congreso de los Diputados da a dicha Proposición de 
Ley Orgánica. 

Palacio del Senado, 8 de noviembre de 1995.-El 
Portavoz, Ángel Acebes Paniagua. 
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